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ESTADO INDEPENDIENTE,LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”

	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el cual se crea la Ley de Archivos para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

Planteada por la Diputada Sonia Villarreal Pérez y Diputado José María Fraustro Siller, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 5 de Octubre de 2016.

Turnada a la Comisión de Transparencia y Acceso a la Información Pública.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL CUAL SE CREA LA LEY DE ARCHIVOS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA,  QUE PRESENTAN LOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA SONIA VILLARREAL PÉREZ, Y EL DIPUTADO JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER. 
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

P R E S E N T E.-

La suscrita Diputada Sonia Villarreal Pérez, Diputado José María Fraustro Siller, y las demás Diputadas y Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, 60 y 67 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila, así como la 22 fracción V, 144 fracción I, 147, 153, 154, 168 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, nos permitimos presentar a esta soberanía la presente Iniciativa por la cual se crea la Ley de Archivos para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La transparencia en el diseño de las políticas públicas y la rendición de cuentas en la evaluación del desempeño de las autoridades sobre la administración de los bienes públicos, son un binomio que interactúa como un proceso integral en el ejercicio gubernamental. 
Dichas políticas deben permitir el acceso amplio y expedito a la información pública, transparentar las actividades gubernamentales y poner a disposición de la ciudadanía, la información que requiera en forma clara y sencilla. Esto solo se puede lograr a través de archivos organizados, modernos y uniformes que brinden el acceso amplio a los diversos campos del quehacer público.
En la actualidad, el ser y quehacer del archivo no se limita a planear, dirigir y controlar la producción, circulación, organización, conservación, selección, uso y destino final de los documentos con que cuenta, además, funciona como dinamizador transversal de los organismos públicos y debe propiciar una relación más fluida de éstos con la sociedad. 

De acuerdo a los principios básicos del Archivo General de la Nación (AGN) y con las mejores prácticas internacionales, el archivo tiene la misión de preservar, difundir e incrementar el patrimonio documental de la Nación para salvaguardar la memoria colectiva y fortalecer la identidad nacional. Además, debe regular, vigilar y promover la administración eficiente de los archivos públicos, con el fin de mejorar los procesos de toma de decisiones, transparencia y rendición de cuentas en el ejercicio del poder público. 
Promover, y ampliar a nivel institucional y social una cultura archivística, propicia una mayor conciencia en el cuidado que demanda nuestro Patrimonio Documental y favorece su uso como instrumento de gobernanza y recurso esencial para la transparencia, rendición de cuentas y protección de datos.
De ahí la importancia y urgencia de una Ley de Archivos que norme la organización y administración homogénea de éstos a nivel estatal y  municipal. Una ley que garantice la preservación del patrimonio documental y sea determinante en la construcción de un sistema articulado de rendición de cuentas y de mecanismos de coordinación entre los niveles de gobierno en materia archivística, con respeto pleno a la soberanía de las entidades federativas, a la autonomía de los municipios y a la división de poderes. 

ANTECEDENTES
Entre las reformas Constitucionales de reciente aprobación, surge la reforma el artículo 6o y se adiciona la fracción XXIX-T al artículo 73 de la Constitución Política de México, para crear un mecanismo eficiente de acceso a la información y a los documentos contenidos en archivos, y para facultar al Congreso de la Unión a expedir “la Ley General que establezca la organización y administración homogénea de los archivos en los órdenes federal, estatal, y municipal, que determine las bases de organización y funcionamiento del Sistema Estatal de Archivos”. 

La reforma constitucional aludida identifica como sujetos obligados a cualquier autoridad, entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como a cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el ámbito federal, estatal, y municipal, sujetos para los cuales se establecieron los principales deberes con relación a la materia archivística.
Normatividad aplicable en materia de archivos
I. Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Art. 6º Fracción V.
Los sujetos obligados deberán preservar sus documentos en archivos administrativos actualizados y publicarán a través de los medios electrónicos disponibles, la información completa y actualizada.
II. Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza. Art. 7 fracción V. 
“La garantía de acceso a la información pública se define bajo el principio de la administración, conservación y preservación de la documentación pública a través de mecanismos confiables, eficientes y eficaces”.
III. Ley de Archivos para el Estado de Coahuila de Zaragoza

Todo documento e información generados por los servidores públicos en el desempeño de sus funciones, formará parte del patrimonio documental del Estado y de los Archivos Públicos a que se refiere esta ley, por lo tanto deberán administrar, conservar y preservar la documentación que generen.
De lo anterior se advierte la administración de documentos públicos en materia de responsabilidades para garantizar la organización y administración homogénea de los archivos en los tres órdenes de gobierno. 
IV. Promoción de los derechos humanos 

La disciplina archivística se encuentra vinculada con la protección de los derechos humanos e, incluso, con la reparación del daño con motivo de violaciones a los mismos. 
El Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas, establece medidas para la preservación y consulta de los archivos, remitiendo al “Conjunto de Principios Actualizado para la Protección y la Promoción de los Derechos Humanos Mediante la Lucha contra la Impunidad” las siguientes disposiciones:

 a) Preservación de archivos; b) Facilidad para la consulta de los archivos; c) Cooperación de los servicios de archivo con los tribunales y las comisiones extrajudiciales de investigación; d) medidas específicas relativas a los archivos de carácter nominativo, y e) expedición de medidas específicas relativas a los procesos de restablecimiento de la democracia y/o de la paz o de transición hacia ellas. 

Asimismo, el citado instrumento internacional reconoce el derecho a la verdad, el deber de los Estados de recordar, el derecho de las víctimas a saber y las garantías para hacer efectiva esta última potestad. 

En este sentido, los tratados internacionales en materia de derechos humanos de los que México es parte, establecen el derecho a la información, el cual se encuentra salvaguardado en el artículo 19 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en el artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José), en el entendido de que este derecho implica que toda persona tiene la libertad de buscar información e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, sea de forma oral, escrita, impresa, artística o cualquier procedimiento de su elección. 
Aspectos considerados en materia archivística y su regulación: 

1.- Sujetos obligados de la Ley Estatal de Archivos 

La ley debe incluir como sujetos obligados a los Poderes del Estado, al gobierno estatal y municipal, órganos autónomos, partidos políticos, sindicatos, fideicomisos, tribunales especializados, así como toda persona física y moral que administre recursos públicos y realice actos equivalentes de autoridad. La regulación debe atender a las necesidades y particularidades de los diferentes archivos. 

2.- Operación y funcionamiento del Sistema Estatal de Archivos 

El Sistema de Archivos debe concebirse como un mecanismo de colaboración y coordinación permanente entre los sujetos obligados para promover el manejo uniforme e integral de los archivos, mediante el desarrollo normativo, técnico y tecnológico, a fin de garantizar la operación de los archivos y la preservación del patrimonio documental de los sujetos obligados. 

Asimismo, es necesaria la creación de un esquema permanente de planeación del desarrollo archivístico, mediante una normativa que impulse la homologación de los procesos de gestión documental. 

3.- Instrumentos de coordinación interinstitucional 

El Sistema Estatal de Archivos debe tener entre sus objetivos incidir positivamente en la rendición de cuentas en el Estado mediante la creación de mecanismos de coordinación en un marco de respeto a las atribuciones entre las instancias de la Federación, el resto de las Entidades Federativas, los Municipios así como una relación con el Sistema Estatal de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales. 
Los programas anuales, como instrumentos de planeación y programación en materia archivística deberán incluir un enfoque protector de los derechos humanos, así como contener objetivos y metas para el control de la gestión documental. 

4.- Constitución y participación de un Consejo de Archivos al interior de las dependencias.
Es indispensable que la integración de un Consejo de Archivos al interior de las dependencias con facultades para emitir criterios de organización y administración de los archivos vinculantes para los sujetos obligados. 
5.- Desarrollo de investigación y profesionalización archivística. 

Esta ley, además de fomentar la investigación y la profesionalización en materia archivística, debe establecer la incorporación a los planes de estudio y capacitación para el desarrollo de la materia archivística y la certificación de competencias laborales. 

6.- Protección legal al patrimonio documental. 

La ley debe prever sanciones penales y administrativas a conductas que pongan en riesgo el patrimonio documental, de tal manera que se garantice la restitución de los documentos de archivo robados o perdidos. 

7.- Reorganización institucional de los archivos. 

La iniciativa debe prever los sistemas institucionales de archivo como estructuras organizacionales con recursos humanos, materiales, técnicos y tecnológicos de los sujetos obligados, así como regular la figura de los encargados de dichos sistemas. 
Bajo este esquema, será indispensable la participación del la Secretaría de la Función Pública, el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información, y la Secretaría de Gobierno a través del Archivo General del Estado.

8.- Incorporación de herramientas tecnológicas para los archivos.
Se requiere definir una política pública para la implementación de un marco regulatorio que dé certeza a la gestión documental electrónica. Asimismo, se deben establecer estrategias coordinadas con los sujetos obligados para la gestión de los sistemas de información previstos en las políticas y acciones en materia archivística. 

9.- Armonización de la legislación en los tres órdenes de gobierno. 

La Ley de Archivos del Estado de Coahuila de Zaragoza deberá estar armonizada con la Ley General de Archivos, a fin de hacer operable el Sistema Estatal de Archivos. 

De manera paralela a los Foros de Consulta, y con la finalidad de conocer la situación de los archivos en el gobierno del Estado, consideran los siguientes aspectos: 

Nivel estructural: Formal establecimiento de un Sistema Institucional de Archivos que cuente con infraestructura, recursos materiales, humanos y financieros para un adecuado funcionamiento. 

Nivel documental: Elaboración, actualización y uso de los instrumentos de control y consulta archivística (Cuadro general de clasificación archivística, catálogo de disposición documental). 

Nivel normativo: Cumplimiento de las disposiciones que dictan LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA GESTIÓN Y ADMINISTRACIÓN DOCUMENTAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
Con lo anterior, se dará cumplimiento al mandato constitucional del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de febrero de 2014, por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de transparencia y con la creación de la Ley de Archivos del Estado   que establece la organización y administración homogénea de archivos en el país.
Por lo anteriormente expuesto, se describe el contenido de la ley: 

DISPOSICIONES GENERALES
La ley determina como sujetos obligados a cualquier autoridad, dependencia, entidad, órgano y organismo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos constitucionales autónomos, partidos políticos, fideicomisos, y fondos públicos en los ámbitos federal, de las Entidades Federativas y municipal, así como cualquier persona física o moral, incluyendo sindicatos, que ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad. 

Administración de archivos y gestión documental 

La iniciativa prevé que cada sujeto obligado es responsable de sus archivos, de la operación del sistema institucional; así como del cumplimiento de lo dispuesto por la  Constitución, la Ley General y la presente ley.

Las dependencias y entidades obligadas deberán:
· Organizar y administrar de manera homogénea los documentos que generen, obtengan, adquieran, transformen o posean, derivado de sus facultades, competencias, atribuciones o funciones, de acuerdo a los estándares y principios en materia archivística; 
· Apegarse al Sistema Institucional Estatal para la administración de sus archivos;
· Dotar a los documentos de los elementos de identificación necesarios para conocer su origen; 
· Destinar los espacios y equipos necesarios para el funcionamiento de sus archivos; 
· Promover el desarrollo de infraestructura y equipamiento para la administración de archivos y gestión documental; 
· Contar con personal que posea conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes en procesos archivísticos; 
· Racionalizar la producción, uso y control de los documentos de archivo; 
· Resguardar los documentos contenidos en sus archivos; 
· Implementar métodos y medidas para la organización, protección y conservación de los documentos contenidos en sus archivos, considerando el estado que guardan y el espacio para su almacenamiento. De igual forma, se prevé que todos los sujetos obligados deben mantener los documentos contenidos en sus archivos en el orden que les fue asignado de origen, uniformando los procedimientos de clasificación y descripción, así como los procesos archivísticos de producción, organización, consulta, conservación, valoración y disposición documental, en los términos que establezcan las recomendaciones del Consejo Estatal y demás disposiciones jurídicas aplicables. 
· A fin de que los sujetos obligados estén en posibilidad de elaborar y mantener actualizados y disponibles sus instrumentos de control y consulta archivística, se establece, como mínimo, que cuenten con lo siguiente: 
· Cuadro general de clasificación archivística; 
· Catálogo de disposición documental, e 
· Inventario de documentos. Partiendo de una política de preservación del medio ambiente, se obliga a los destinatarios de la norma a donar sin carga alguna el desecho de papel derivado de las bajas documentales, para fines de reciclaje, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. Procesos de entrega y recepción de archivos. Se contempla que los servidores públicos que deban elaborar un acta de entrega-recepción al separarse de su empleo, cargo o comisión, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables, deberán entregar los archivos que se encuentren bajo su custodia, así como los instrumentos de control y consulta archivística actualizados, señalando los documentos con valor histórico. Lo anterior, permitirá transparentar el uso y aplicación de los recursos federales y del Estado, que disponen los citados servidores públicos en el desempeño de sus funciones, así como dar seguimiento al destino de los documentos que deban preservarse con carácter histórico. 
Se hace especial énfasis en que en ningún caso, el administrador encargado de los procesos de liquidación podrá modificar los instrumentos de control y consulta archivística, lo cual abonará en la transparencia y rendición de cuentas de los sujetos obligados, así como a la preservación del patrimonio documental. 

Por otra parte, se dispone que el tratamiento que se dé a los archivos e instrumentos de control y consulta archivísticos de los sujetos obligados sean también del ámbito municipal, en los supuestos antes referidos. 

Sistema Institucional de Archivos
La ley contempla un Sistema Institucional de Archivos que se define como el conjunto de registros, procesos, procedimientos, criterios, estructuras y funciones que desarrolla cada sujeto obligado, derivado de la actividad archivística, de acuerdo con los procesos de gestión documental. 

Por su parte, se contempla que los sujetos obligados deberán integrar todo documento de archivo que posean, en expedientes constituidos por documentos ordenados lógica, metodológica y cronológicamente, así como relacionados con un mismo asunto, reflejando con exactitud la información contenida en ellos, bajo los criterios establecidos por Archivo General del Estado y las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

En ese tenor, se indica que la integración del Sistema Institucional de Archivos debe atender al ciclo vital de los documentos, por lo cual los sujetos obligados deberán contar con un área coordinadora de archivos y las siguientes áreas operativas: de correspondencia, archivos de trámite, archivo de concentración y archivo histórico. Asimismo, los encargados de dichas áreas operativas deberán de tener conocimientos y experiencia en matera archivística. 

A través del Sistema Institucional de Archivos, se busca que los sujetos obligados implementen procesos de gestión documental para crear sistemas de información eficientes que favorezcan la toma de decisiones, coadyuven con la garantía de acceso a la información, fortalezcan la rendición de cuentas y contribuyan a enriquecer la memoria colectiva. 

Planeación en materia archivística 

A efecto de que los sujetos obligados en materia de archivos analicen los factores internos y externos, así como la repercusión en los objetivos respectivos, la presente iniciativa contempla el diseño de instrumentos de planeación y programación en materia archivística a través de Programas Anuales, los cuales deben incluir un enfoque protector de los derechos humanos, así como garantizar la accesibilidad de los derechos vinculados a los mismos. 

Dichos programas definirán las prioridades institucionales en materia de archivos, integrando los recursos económicos, tecnológicos y operativos disponibles, los cuales deberán contemplar programas de capacitación en administración y gestión documental y de gestión de seguridad de la información, así como los procedimientos para la generación, administración, uso, control, migración de formatos electrónicos y conservación de los documentos de archivo electrónico. 

Lo anterior, permitirá que los destinatarios de la ley tomen las decisiones correctas en materia de administración y gestión documental. 

Área coordinadora de archivos 

Se prevé un área coordinadora de archivos en cada sujeto obligado, encargada de manera prioritaria de verificar que las áreas operativas lleven a cabo las acciones necesarias para la administración y gestión documental, de manera conjunta con las unidades administrativas o áreas competentes de cada sujeto obligado. 

Se especifican como funciones a cargo de dicha área las siguientes: 

· Elaborar, con la colaboración de los responsables de los archivos de trámite, de concentración e histórico, los instrumentos de control y consulta archivística, así como la demás normativa que derive de ellos; 
· Elaborar criterios específicos y recomendaciones en materia de organización y conservación de archivos, cuando la especialidad así lo requiera; 
· Emitir el Programa Anual, previa autorización de su superior jerárquico; coordinar los procedimientos de valoración y disposición documental que realicen las áreas operativas, y 
· Coordinar las actividades destinadas a la modernización y automatización de los archivos y a la gestión de documentos electrónicos de las áreas operativas, así como autorizar la transferencia de los archivos cuando algún área o unidad del sujeto obligado sea sometida a procesos de fusión, escisión, extinción, cambio de adscripción o cualquier otra modificación. 

Las tareas de esta área permitirán verificar las acciones que en materia archivística realicen las áreas operativas, así como apoyarlas en la aplicación de procedimientos que permitan que la labor archivística sea uniforme. 

Áreas operativas 
Se determinan como funciones de las áreas responsables de correspondencia, la recepción, registro, seguimiento y despacho de la documentación que integra los archivos de trámite. 
El área responsable de archivo de trámite debe realizar la integración, organización y descripción de los documentos de archivo, además de asegurar la localización y consulta de los documentos, realizar la transferencia primaria al archivo de concentración y resguardar la documentación de conformidad con las políticas de acceso a la información. Dicha área debe colaborar con el área coordinadora de archivos en la elaboración de instrumentos de control y consulta archivística. 

El área responsable del archivo de concentración tiene entre sus funciones organizar, describir y permitir el acceso a la consulta de los expedientes que se encuentren bajo su resguardo, conservar los archivos hasta que cumplan su vigencia documental, colaborar con el área coordinadora y realizar, en su caso, la transferencia secundaria al archivo histórico. 

La delimitación de funciones entre las áreas promoverá una clara distribución de responsabilidades, para obtener el máximo nivel de eficacia y corresponsabilidad en todo el proceso. 

Los archivos históricos y sus documentos 

A través de la historia, se ha acentuado la importancia de preservar los archivos que respalden la memoria institucional de las organizaciones, considerando ésta como un legado heredado a las próximas generaciones, la cual conforma la base, desarrollo y evolución de la organización, así como precedentes históricos que influyen en la toma de decisiones. 

Es por ello que se regulan los archivos históricos y sus documentos. El área responsable del archivo histórico debe administrar, organizar, describir, conservar y divulgar los documentos de archivo con valor histórico y el patrimonio documental. 

Con la finalidad de garantizar el acceso a los documentos de archivo histórico se especifica que éstos no serán susceptibles de ser clasificados como reservados, por lo que el acceso a ellos se efectuará conforme al procedimiento que establezcan los propios archivos. 

Por lo que corresponde al acceso a la información confidencial y la protección de datos personales contenidos en documentos resguardados en archivos históricos, se efectuará en términos de los lineamientos que para tal efecto emita el Instituto Coahuilense de Acceso a la Información, en coordinación con el Archivo General del Estado. 

Por ello se sostiene que el acceso a los documentos contenidos en archivos históricos no será conforme a la normativa en materia de transparencia, sino que se atenderá el procedimiento que establezcan los propios archivos. 

En el caso de que los documentos históricos presenten un deterioro físico que impida acceder a ellos directamente, los sujetos obligados suministrarán al Archivo General del Estado, cuando las condiciones lo permitan, información contenida en aquellos mediante un sistema de reproducción que no afecte la conservación del propio documento. 

Asimismo, se prevé que los sujetos obligados que no cuenten con archivo histórico, transfieran sus documentos al Archivo General del Estado.

Documentos de archivo electrónico 

La utilización de tecnologías como el correo electrónico, el documento digital, la firma electrónica y soportes electrónicos, han provocado cambios en los modos de trabajo y procedimientos en las organizaciones. La aparición de estas tecnologías requiere una regulación específica que permita la conservación de los documentos electrónicos de archivo. 

La ley prevé que los sujetos obligados deban aplicar a los documentos de archivo electrónico, que se encuentren en cualquier formato o medio de almacenamiento, los procesos de gestión documental inherentes a los documentos de archivo, de producción, control, manejo, distribución, almacenamiento y conservación, en los términos establecidos por las disposiciones aplicables. 

Del mismo modo, se contempla que los sujetos obligados establecerán en su Programa Anual los procedimientos para la generación, administración, uso, control, migración de formatos electrónicos y conservación de los documentos de archivo electrónicos. 

Asimismo que el Archivo General del Estado emitirá los LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA GESTIÓN Y ADMINISTRACIÓN DOCUMENTAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL DE COAHUILA DE ZARAGOZA que establezcan las bases para la creación y uso de sistemas automatizados de gestión documental. 

Patrimonio documental del Estado en posesión de particulares

En el caso que existan documentos de archivo que constituyan patrimonio documental en manos de particulares, éstos podrán custodiarlos, siempre y cuando apliquen las medidas técnicas, administrativas, ambientales o tecnológicas para la conservación y divulgación de los archivos, a juicio del Archivo General el Estado, asimismo, deberán restaurarlos, previa autorización y bajo la dirección del citado organismo. 
Asimismo, se faculta al Archivo General del Estado para que recupere la posesión de los documento de archivo que constituyan patrimonio documental, debiéndose observar las disposiciones establecidas en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, incluyendo la garantía de audiencia, así como las demás disposiciones jurídicas aplicables, teniendo la posibilidad de efectuar visitas de verificación. 

Capacitación y cultura archivística 

La capacitación resulta esencial para el desarrollo de la función archivística. Por ello, con la finalidad de contar con profesionales en la materia, se determina que los sujetos obligados deberán fomentar la certificación de las competencias laborales de los responsables de las áreas de archivo; los procedimientos, así como las capacitaciones serán responsabilidad del Archivo General del Estado.
Director General del Archivo Estatal 
La facultad de nombrar al titular del Archivo General del estado, corresponde al Gobernador del Estado.
Dentro de los requisitos para el encargo se encuentra ser ciudadano mexicano por nacimiento, tener cuando menos treinta años de edad, no haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso, contar con experiencia mínima de cinco años en materia archivística, entre otros. 

Infracciones administrativas 

Para el debido control archivístico en las entidades sujetas a esta obligación, será la Secretaría de la Función Pública la responsable de supervisar y en su caso sancionar, a quienes incumplan con lo establecido en la presente ley.
Delitos contra los archivos
Se incluyen diversos tipos penales, lo cual representa una novedad en las leyes de archivos en nuestro país, pues se considera que hay conductas que, por su gravedad, merecen pena privativa de la libertad. Dichos tipos serán conocidos por los tribunales federales y se configurarán cuando alguien: 

· Transfiera la propiedad o posesión, transporte o reproduzca, sin el permiso correspondiente, un documento considerado Patrimonio Documental de la Nación; 
· Traslade fuera del territorio nacional documentos considerados Patrimonio Documental de la Nación, sin autorización del Archivo General; 
· Destruya documentos considerados Patrimonio Documental de la Nación, y 
· Auxilie, encubra o induzca a cualquier persona a cometer alguna de las conductas previstas en las fracciones anteriores.

· La facultad para perseguir dichos delitos prescribirá en los términos previstos en la legislación penal aplicable. 

El Reglamento de la presente ley deberá expedirse dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que la ley entre en vigor y que en tanto se expidan las normas archivísticas correspondientes, se continuará aplicando lo dispuesto en las disposiciones reglamentarias vigentes en la materia, en lo que no se oponga a la presente ley. 

Artículo único. Se expide la Ley de Archivos del Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:
LIBRO PRIMERO

DE LA ORGANIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN HOMOGÉNEA DE LOS ARCHIVOS
TÍTULO PRIMERO

DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 1. La presente ley es de orden público y de interés general en todo el Estado, y tiene por objeto establecer la coordinación, sistematización y administración homogénea de los archivos de los sujetos obligados conforme a esta ley, así como determinar las bases de organización y funcionamiento del Sistema Estatal de Archivos. 

Artículo 2. Son sujetos obligados de esta ley, cualquier autoridad, dependencia, entidad, órgano y organismo de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, órganos constitucionales autónomos, partidos políticos, fideicomisos, y fondos públicos en el ámbitos estatal y municipal, así como cualquier persona física o moral, incluyendo sindicatos, que ejerzan recursos públicos o realicen actos de autoridad.
En el caso de los fideicomisos y fondos públicos que no cuenten con estructura orgánica y, por lo tanto, no sean considerados una entidad paraestatal, así como de los mandatos públicos y demás contratos análogos, cumplirán con las obligaciones de esta ley a través de la unidad administrativa responsable de coordinar su operación. 

Artículo 3. En el orden administrativo, la interpretación de esta ley corresponde al Archivo General del Estado, Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas y al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información.
La interpretación de esta ley se hará privilegiando el respeto irrestricto a los derechos humanos y favoreciendo en todo tiempo la protección más amplia a las personas. 

Respecto a los procedimientos previstos en esta ley, será supletorio lo dispuesto en las leyes en materia de procedimiento administrativo del orden jurídico que corresponda. 

Artículo 4. Para los efectos de esta ley se entenderá por: 

Acervo: al conjunto de documentos de un individuo o institución que forman un Archivo; 

Actividad archivística: al conjunto de acciones encaminadas a administrar, organizar, clasificar, ordenar, identificar, describir, seleccionar, valorar, conservar y divulgar documentos; 
Archivo: al conjunto organizado de documentos que, sin importar su soporte o ubicación, son producidos o recibidos por los sujetos obligados en el ejercicio de las atribuciones y funciones a lo largo de su ciclo vital; 
Archivo de concentración: al integrado por documentos cuya consulta es esporádica y que permanecen en el hasta su disposición documental; 
Archivo de trámite: al integrado por documentos de uso cotidiano y necesario para el ejercicio de las atribuciones y funciones de los sujetos obligados; 
Archivo Estatal: al Archivo del Estado; 
Archivo histórico: al integrado por documentos de conservación permanente y de relevancia para la memoria nacional, regional o local; 
Archivos privados: al conjunto de documentos pertenecientes a una persona física o jurídica de derecho privado que no ejerza recursos públicos ni realiza actos de autoridad en los diversos ámbitos de gobierno; 
Área coordinadora de archivos: a la instancia encargada de vigilar el cumplimiento de las disposiciones en materia de administración y gestión documental, así como de coordinar las áreas operativas con el Sistema Estatal de Archivos;
Catálogo de disposición documental: al registro general y sistemático que establece los valores documentales, los plazos de conservación, la vigencia documental, la clasificación de reserva o confidencialidad y la disposición documental; 
Ciclo vital: a las etapas por las que atraviesan los documentos desde su producción o recepción hasta su baja o transferencia a un archivo histórico; 
Clasificación archivística: al proceso de identificación y agrupación de expedientes homogéneos con base en la estructura funcional de los sujetos obligados; 
Consejo Estatal: al Consejo Estatal de Archivos;
Cuadro general de clasificación archivística: al instrumento técnico que refleja la estructura de un archivo con base en las atribuciones y funciones de cada sujeto obligado; 
Datos abiertos: a la información así considerada por la normativa aplicable; 
Director General: al Director General del Archivo Estatal; 
Disposición documental: a la selección razonada y sistemática de los expedientes de los archivos de trámite o concentración cuyo plazo de conservación o uso ha prescrito, con el fin de darlos de baja o transferirlos a un archivo histórico; 
Documento de archivo: al documento que genera el sujeto obligado en el ejercicio de las facultades, competencias o funciones de los sujetos obligados, con independencia de su soporte; 
Documento de archivo electrónico: a los documentos de archivo en los que el sujeto obligado registra la información generada, recibida, almacenada y comunicada por medios electrónicos, que permanecen en estos medios durante su ciclo vital; 
Documentos históricos: a los que poseen valores secundarios y de preservación permanente por contener información relevante para el sujeto obligado generador, que integra la memoria colectiva de México y es fundamental para el conocimiento de la historia nacional, estatal o municipal; 

Entes públicos: a los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial de la Federación y de las entidades federativas; los órganos a los que la Constitución Federal y de las entidades federativas reconoce autonomía; los ayuntamientos de los municipios; los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal; y las entidades de la administración pública paraestatal, ya sean federales, estatales o municipales; 
Entidades Federativas: a las partes integrantes de la Federación, en términos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
Expediente: a la unidad documental constituida por uno o varios documentos de archivo, ordenados y relacionados por un mismo asunto, actividad o trámite de los sujetos obligados; 
Expediente judicial: al instrumento público, conformado de legajos de actuaciones o piezas escritas que registran los actos procesales realizados en un juicio, identificado con un número específico y ordenados cronológicamente; 
Fondo: al conjunto de documentos producidos orgánicamente por un sujeto obligado que se identifica con el nombre de este último; 
Instituto: al Instituto Coahuilense de Acceso a la Información Pública; 
Instrumentos de control y consulta archivística: a los instrumentos que ayudan a la organización, conservación y localización expedita de los documentos, que son, entre otros: a. el Cuadro general de clasificación archivística; b. el Catálogo de disposición documental y c. Los inventarios documentales.
Ley: a la Ley de Archivos para el Estado de Coahuila de Zaragoza; 
Órgano de Gobierno: al Órgano de Gobierno del Archivo Estatal; 
Órgano de Vigilancia: al Órgano de Vigilancia del Archivo Estatal; 
Patrimonio Documental: a los documentos que, por su naturaleza, no son sustituibles y dan cuenta de la evolución del Estado y de las personas e instituciones que han contribuido en su desarrollo, además de transmitir y heredar información significativa de la vida intelectual, social, política, económica, cultural y artística de una comunidad, incluyendo aquellos que hayan pertenecido o pertenezcan a los Archivos de los órganos federales, entidades federativas, municipios, órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del Distrito Federal, casas curiales o cualquier otra organización sea religiosa o civil; 
Programa Anual: al programa anual de desarrollo archivístico; 
Registro Estatal: al Registro Estatal de Archivos; 
Reglamento: al Reglamento de esta ley; 
Sección: a cada una de las divisiones del fondo, basadas en las atribuciones y funciones de cada sujeto obligado de conformidad con las disposiciones legales aplicables; 
Presidente del Consejo: al Presidente del Consejo Estatal Archivos;

Serie: a la división de una Sección que corresponde al conjunto de documentos producidos en el desarrollo de una misma atribución o función general y que versan sobre una materia o asunto específico; 
Sistema Institucional: a los sistemas institucionales de archivos de cada sujeto obligado; 
Sistema Local: a los sistemas de archivos en las entidades federativas; 
Sistema Estatal: al Sistema Estatal de Archivos; 
Soportes documentales: a los medios en los cuales se contiene información además del papel; siendo estos, materiales audiovisuales, fotográficos, fílmicos, digitales, electrónicos, sonoros, entre otros; 

Valor documental: a la condición de los documentos que les confiere características administrativas, legales, fiscales o contables en los archivos de trámite o concentración; o bien, evidenciales, testimoniales e informativas en los archivos históricos; 
Valoración documental: a la actividad que consiste en el análisis e identificación de los valores documentales para establecer criterios de disposición y acciones de transferencia, y 
Vigencia documental: al periodo durante el cual un documento de archivo mantiene sus valores administrativos, legales, fiscales o contables, de conformidad con las disposiciones jurídicas vigentes y aplicables.
TÍTULO SEGUNDO
DE LA ADMINISTRACIÓN DE ARCHIVOS Y GESTIÓN DOCUMENTAL 
CAPÍTULO I
DE LAS OBLIGACIONES 
Artículo 5. Cada sujeto obligado es responsable de sus archivos, de la operación de su Sistema Institucional; así como del cumplimiento de lo dispuesto por esta ley, y las determinaciones que emita el Consejo Estatal y el Consejo Local según corresponda. 

Artículo 6. Los sujetos obligados deberán: 

I. Organizar y administrar de manera homogénea los documentos que generen, obtengan, adquieran, transformen o posean, derivado de sus facultades, competencias, atribuciones o funciones, de acuerdo a los estándares y principios en materia archivística, en los términos de esta ley y demás disposiciones jurídicas que le sean aplicables;
II. Establecer un Sistema Institucional para la administración de sus archivos; 
III. Dotar a los documentos de los elementos de identificación necesarios para conocer su origen; 
IV. Destinar los espacios y equipos necesarios para el funcionamiento de sus archivos; V. Promover el desarrollo de infraestructura y equipamiento para la administración de archivos y gestión documental; 

V. Contar con personal que posea conocimientos, habilidades, destrezas y aptitudes en procesos archivísticos; 
VI. Racionalizar la producción, uso, distribución y control de los documentos de archivo; 
VIII. Resguardar los documentos contenidos en sus archivos; 
IX. Implementar métodos y medidas para la organización, protección y conservación de los documentos contenidos en sus archivos, considerando el estado que guardan y el espacio para su almacenamiento, de conformidad con esta ley y las demás disposiciones jurídicas aplicables, y 
X. Las demás establecidas en otras disposiciones normativas. 
Artículo 7. Todos los sujetos obligados deben mantener los documentos contenidos en sus archivos en el orden que les fue asignado de origen, uniformando los procedimientos de clasificación y descripción, así como los procesos archivísticos de producción, organización, consulta, conservación, valoración y disposición documental, en los términos que establezcan las recomendaciones del Consejo Estatal y demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 8. Los sujetos obligados, a través de sus áreas coordinadoras de archivos, deberán elaborar, actualizar y mantener disponibles los instrumentos de control y de consulta archivística que propicien la administración y gestión documental de sus archivos, por lo que deberán contar, al menos, con los siguientes instrumentos: 

I. Cuadro general de clasificación archivística; 
II. Catálogo de disposición documental, e
III. Inventarios documentales. 
Artículo 9. Los sujetos obligados que constituyan entes públicos deberán donar sin carga alguna el desecho de papel derivado de las bajas documentales, para fines de reciclaje, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
CAPÍTULO II
DE LOS PROCESOS DE ENTREGA Y RECEPCIÓN DE ARCHIVOS
Artículo 10. Los servidores públicos que deban elaborar un acta de entrega-recepción al separarse de su empleo, cargo o comisión, en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables, deberán entregar los archivos que se encuentren bajo su custodia, así como los instrumentos de control y consulta archivística actualizados, señalando los documentos con valor histórico. 

Artículo 11. En caso de que algún área o unidad del sujeto obligado, se fusione, extinga o cambie de adscripción, el responsable de cada uno de los referidos procesos de transformación dispondrá lo necesario para asegurar que todos los documentos de archivo y los instrumentos de control y consulta archivística sean trasladados a los archivos que correspondan, de conformidad con esta ley y demás disposiciones jurídicas aplicables. En ningún caso, el administrador podrá modificar los instrumentos de control y consulta archivística. 

Los LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA GESTIÓN Y ADMINISTRACIÓN DOCUMENTAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL DE COAHUILA DE ZARAGOZA deberán prever el tratamiento que se dará a los archivos e instrumentos de control y consulta archivística de los sujetos obligados en el ámbito estatal y municipal, en los supuestos previstos en el primer párrafo del presente artículo. 
CAPÍTULO III

DEL SISTEMA INSTITUCIONAL DE ARCHIVOS
Artículo 12. El Sistema Institucional es el conjunto de registros, procesos, procedimientos, criterios, estructuras y funciones que desarrolla cada sujeto obligado, derivado de la actividad archivística, de acuerdo con los procesos de gestión documental. 

Los sujetos obligados deberán integrar todo documento de archivo que posean, en expedientes constituidos por documentos ordenados lógica, metodológica y cronológicamente, así como relacionados con un mismo asunto, reflejando con exactitud la información contenida en ellos, en los términos que establezca el Consejo Estatal y las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 13. El Sistema Institucional de cada sujeto obligado deberá integrarse por: 

I. Una área coordinadora de archivos, y 

II. Las áreas operativas siguientes: 
a)  De correspondencia; 
b)  Responsable del archivo de trámite, por área o unidad; 
c)  Responsable del archivo de concentración, y 
d)  Responsable del archivo histórico, en su caso, sujeto a la capacidad presupuestal y técnica. 
Los responsables de los archivos referidos en la fracción II, inciso b), serán nombrados por el titular de cada área o unidad; los demás encargados y responsables serán nombrados por el titular del sujeto obligado de que se trate. 

Los encargados y responsables de cada área deberán contar con conocimientos y experiencia en materia archivística. 

Artículo 14. Los sujetos obligados podrán coordinarse para establecer archivos de concentración o históricos comunes, en los términos que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 

Los sujetos obligados que cuenten con oficinas regionales podrán habilitar unidades de resguardo del archivo de concentración. 
Artículo 15.- Cada sujeto obligado deberá contar con un Consejo Técnico Archivístico, integrado por personal debidamente seleccionado, que lo asesorará en las materias histórica, jurídica, de tecnologías de la información y disciplinas afines al quehacer archivístico y operará conforme a los lineamientos aprobados por el Archivo Estatal.
CAPÍTULO IV

DE LA PLANEACIÓN EN MATERIA ARCHIVÍSTICA

Artículo 16. El Programa Anual contendrá los instrumentos de planeación y programación en materia archivística, los cuales deberán incluir un enfoque protector de los derechos humanos, así como garantizar la accesibilidad de los derechos vinculados a los mismos. 

Artículo 17. Cada sujeto obligado, en el seno de su Sistema Institucional, deberá elaborar un Programa Anual, y publicarlo en su portal de internet en los primeros treinta días naturales del ejercicio fiscal correspondiente. 

Artículo 18. En el Programa Anual definirá las prioridades institucionales en materia de archivos, integrando los recursos económicos, tecnológicos y operativos disponibles; de igual forma deberá contener, al menos, programas de capacitación en administración y gestión documental y de gestión de seguridad de la información, así como los procedimientos para la generación, administración, uso, control, migración de formatos electrónicos y conservación de los documentos de archivo electrónico. 

CAPÍTULO V
DEL ÁREA COORDINADORA DE ARCHIVOS
Artículo 19. El área coordinadora de archivos verificará que las áreas operativas lleven a cabo las acciones necesarias para la administración y gestión documental, de manera conjunta con las unidades administrativas o áreas competentes de cada sujeto obligado. 

Artículo 20. El área coordinadora de archivos tendrá las siguientes funciones: 

I. Elaborar, con la colaboración de los responsables de los archivos de trámite, de concentración e histórico, los instrumentos de control y consulta archivística previstos en esta ley, las leyes locales y sus reglamentos, así como la demás normativa que derive de ellos; 

II. Elaborar criterios específicos y recomendaciones en materia de organización y conservación de archivos, cuando la especialidad así lo requiera; 
III. Emitir el Programa Anual, previa autorización de su superior jerárquico e informar de ello al titular del sujeto obligado; 
IV. Coordinar los procedimientos de valoración y disposición documental que realicen las áreas operativas; 
V. Coordinar las actividades destinadas a la modernización y automatización de los archivos y a la gestión de documentos electrónicos de las áreas operativas; 
VI. Autorizar la transferencia de los archivos cuando algún área o unidad del sujeto obligado sea sometida a procesos de fusión, escisión, extinción o cambio de adscripción o cualquier modificación de conformidad con las disposiciones legales aplicables, y 
VII. Las que establezcan las demás disposiciones jurídicas aplicables.
CAPÍTULO VI
DE LAS ÁREAS OPERATIVAS 
Artículo 21. Las áreas de correspondencia son responsables de la recepción, registro, seguimiento y despacho de la documentación para la integración de los archivos de trámite. 
Artículo 22. Cada área responsable del archivo de trámite tiene las siguientes funciones: 

I. Realizar la integración, organización y descripción de los documentos de archivo que cada área o unidad produzca, use y reciba; 

II. Asegurar la localización y consulta de los documentos de archivo; 

III. Resguardar sus archivos y la información que haya sido clasificada de acuerdo a las políticas de acceso a la información, en términos de la legislación en materia de transparencia y acceso a la información pública, en tanto conserve tal carácter; 

IV. Colaborar con el área coordinadora de archivos en la elaboración de los instrumentos de control y consulta archivística previstos en esta ley, las leyes locales y en sus reglamentos, así como la demás normativa que derive de ellos;

V. Realizar la transferencia primaria al archivo de concentración, y
VI. Las demás que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables.
Artículo 23. Las áreas responsables del archivo histórico serán las encargadas de administrar, organizar, describir, conservar y divulgar los documentos de archivo con valor histórico y el patrimonio documental. 

Los sujetos obligados que no cuenten con archivo histórico, deberán transferir sus documentos con valor histórico al Archivo General, a su equivalente en las Entidades Federativas o al organismo que determinen las leyes aplicables o los convenios de colaboración que suscriban para tal efecto. 
Artículo 24. El área responsable del archivo de concentración tiene las siguientes funciones: 

I. Organizar, describir y permitir el acceso a la consulta de los expedientes que se encuentren bajo su resguardo;

II. Conservar los archivos hasta cumplir su vigencia documental, de acuerdo con lo establecido en los instrumentos de control y consulta archivística, en los términos de lo previsto por el Consejo Estatal y las demás disposiciones jurídicas aplicables; 
III. Colaborar con el área coordinadora de archivos en la elaboración de los instrumentos de control y consulta archivística previstos en esta ley, las leyes locales y en sus reglamentos, así como en las recomendaciones del Consejo Estatal; 

IV. Elaborar con el área coordinadora de archivos los procedimientos de valoración y disposición documental;

V. Realizar, en su caso, la transferencia secundaria al archivo histórico del sujeto obligado, al Archivo General o equivalente en las Entidades Federativas, y 

VI. Las que establezca el Consejo Estatal y las demás disposiciones jurídicas aplicables. 

CAPÍTULO VII

DE LOS ARCHIVOS HISTÓRICOS Y SUS DOCUMENTOS

Artículo 25. Las áreas responsables del archivo histórico serán las encargadas de administrar, organizar, describir, conservar y divulgar los documentos de archivo con valor histórico y el Patrimonio Documental. 

Los sujetos obligados que no cuenten con archivo histórico, deberán transferir sus documentos con valor histórico al Archivo Estatal. 

Artículo 26. El área responsable del archivo histórico tendrá las siguientes funciones: 

I. Organizar y describir los archivos bajo su resguardo; 
II. Divulgar el Patrimonio Documental; 
III. Colaborar con el área coordinadora de archivos en la elaboración de los instrumentos de control y consulta archivística previstos en esta ley, así como la demás normativa aplicable;

IV. Implementar mecanismos de preservación que permitan migrar y respaldar los Documentos históricos a través de medios tecnológicos y mantenerlos a disposición; y
V. Brindar servicios archivísticos de consulta, referencia, préstamo o reprografía, y las demás que establezcan las disposiciones jurídicas aplicables. 
Artículo 27. Cuando los documentos históricos presenten un deterioro físico que impida acceder a ellos directamente, el Archivo Estatal o los sujetos obligados suministrarán, cuando las condiciones lo permitan, la información contenida en éstos, mediante un sistema de reproducción que no afecte la conservación del documento. 

Artículo 28. Los documentos contenidos en archivos históricos no serán susceptibles de ser clasificados como reservados, por lo que el acceso a ellos se efectuará conforme al procedimiento que establezcan los propios archivos. 

Artículo 29. El acceso a la información confidencial y la protección de datos personales contenidos en documentos resguardados en archivos históricos, se efectuará en términos de la normativa en la materia respectiva, así como por los lineamientos que para tal efecto emita el Instituto en coordinación con el Archivo Estatal. 

CAPÍTULO VIII

DOCUMENTOS DE ARCHIVO ELECTRÓNICO

Artículo 30. Los sujetos obligados deberán aplicar a los documentos de archivo electrónico, que se encuentren en cualquier formato o medio de almacenamiento, los procesos de gestión documental, de producción, control, manejo, distribución, almacenamiento y conservación, inherentes a los documentos de archivo, en los términos establecidos en esta ley y demás disposiciones aplicables. 

Artículo 31. Los sujetos obligados establecerán en su Programa Anual los procedimientos para la generación, administración, uso, control, migración de formatos electrónicos y conservación de los documentos de archivo electrónico, apoyándose en las disposiciones emanadas del Consejo Estatal. 

Artículo 32. El Consejo Estatal emitirá los lineamientos que establezcan las bases para la creación y uso de sistemas automatizados de gestión documental, así como los repositorios electrónicos, los cuales deberán contener, como mínimo: 

I. Asegurar la accesibilidad e inteligibilidad de los documentos de archivo electrónico en el largo plazo; 
II. Aplicar a los documentos de archivo electrónico los instrumentos técnicos que correspondan a los soportes documentales; 
III. Preservar los datos que describen contenido y estructura de los documentos de archivo electrónico y su administración a través del tiempo, fomentando la generación, uso y distribución de datos abiertos; 
IV. Incorporar las normas y medidas que garanticen la autenticidad, seguridad, integridad y disponibilidad de los documentos de archivo electrónico, así como su control y administración archivística; 
V. Establecer los procedimientos para registrar las acciones de actualización, migración, respaldo, o cualquier otro proceso que afecte el contenido de los documentos de archivo electrónico, y 
VI. Permitir adecuaciones a dichos sistemas. 
Artículo 33. Los sujetos obligados conservarán los documentos en soporte tradicional cuando hayan sido digitalizados, en los casos previstos por el Consejo Estatal y en las disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 34. Los sujetos obligados que, por sus atribuciones, utilicen la firma electrónica avanzada para realizar trámites o proporcionar servicios que impliquen una certificación de identidad del solicitante, generarán documentos de archivo electrónico con validez jurídica de acuerdo con la normativa aplicable. 

Artículo 35. Los sujetos obligados deberán proteger la validez jurídica de los Documentos de archivo electrónico de la obsolescencia tecnológica, asegurando las características de la firma a lo largo del tiempo.

Para ello, deberán actualizar la infraestructura tecnológica y de los sistemas de información a través de programas de administración de documentos y archivos, en términos de las disposiciones jurídicas aplicables. 
CAPITULO IX
DE LOS ARCHIVOS PRIVADOS
Artículo 36. Los particulares propietarios o poseedores de documentos o archivos considerados de interés público, y aquellos declarados como monumentos históricos, en términos de la Ley Federal sobre Monumentos y Zonas Arqueológicos, Artísticos e Históricos, podrán inscribirlos en el Registro Estatal, dando cuenta en primer término, al Archivo Estatal de la propiedad o posesión sobre el archivo.
Se consideran de interés público los documentos o archivos cuyo contenido resulte de importancia o de relevancia para el conocimiento de la historia nacional, de conformidad con los criterios que establezca el Archivo Estatal, considerando los elementos característicos del Patrimonio Documental. 

Artículo 37. Los propietarios o poseedores de archivos privados podrán solicitar al Archivo Estatal asistencia técnica en materia de administración y gestión documental, previa inscripción en el Registro Estatal. 

Artículo 38. Cuando un particular pretenda trasladar el dominio de un documento histórico, deberá notificar por escrito al Archivo Estatal su intención de realizar la operación. 

La omisión en la notificación por parte del particular será causa de nulidad de la operación de traslado de dominio y podrá expropiarse el acervo o documento objeto de la misma en términos de la Ley de Expropiación. Las casas de subastas, instituciones análogas y particulares tendrán la obligación de corroborar que, previamente a la operación de traslado de dominio, el Archivo Estatal haya sido notificado de la misma. 

En caso de que el documento no pueda ser recuperado por haber sido ocultado o extraído del país, además de las sanciones que procedan, el particular deberá pagar una indemnización de hasta tres veces el valor del documento, a juicio de peritos, la cual será reportado al Archivo Estatal, quien deberá notificar al Archivo General de la Nación,  en términos de la normativa aplicable. 
TÍTULO TERCERO
DEL SISTEMA ESTATAL DE ARCHIVOS
CAPÍTULO I
DE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO
Artículo 39. El Sistema es un conjunto orgánico y articulado de estructuras, relaciones funcionales, métodos, normas, instancias, instrumentos, procedimientos y servicios tendientes a cumplir con los fines de la organización y administración homogénea de los archivos de los sujetos obligados. 

Las relaciones entre el Sistema Estatal, el Sistema Nacional y los demás Sistemas locales serán a través de la coordinación, en un marco de respeto a las atribuciones entre las instancias de la federación, las entidades federativas, los municipios. 

CAPÍTULO II
DEL CONSEJO ESTATAL DE ARCHIVOS
Artículo 40. El Consejo Estatal es el órgano de coordinación del Sistema Estatal, que estará integrado por: 
I. El Secretario de Gobierno, quien lo presidirá; 

II. El Secretario de Fiscalización y Rendición de Cuentas quien será el responsable de la supervisión y operación del Sistema Estatal, y proveerá de los medios y herramientas para su buen funcionamiento. Podrá además señalar y en su caso, sancionar las faltas administrativas que se acrediten por el incumplimiento de la presente ley.

III. El Comisionado Presidente del Instituto Coahuilense de Acceso a la Información;
IV. Un representante de cada uno de los municipios de la entidad, que será el responsable de la operación del archivo en el municipio;
V. Un representante del Congreso del Estado;

VI. Un representante del Poder Judicial del Estado; 
VII. Un representante del INEGI en el Estado; 
VIII. Un representante de la Auditoría Superior del Estado; 
IX. Un representante de los propietarios o poseedores de archivos privados que se encuentren inscritos en el Registro Estatal, y 
X. El titular del Archivo Estatal, quien fungirá como Secretario Ejecutivo. 
Los representantes referidos serán designados en los términos que disponga la normativa interna de los órganos a que pertenecen. 

La designación de la representación de los archivos privados será a propuesta del Secretario Ejecutivo y aprobada por la mayoría de los demás integrantes. 

El Presidente podrá invitar a las personas que considere pertinentes, según la naturaleza de los asuntos a tratar, quienes intervendrán con voz pero sin voto. 

Los consejeros titulares en sus ausencias podrán nombrar un suplente ante el Consejo Estatal, el cual deberá tener la jerarquía inmediata inferior a la del consejero titular. 

Los miembros del Consejo Estatal no recibirán remuneración alguna por su participación en el mismo. 

Artículo 41. El Consejo Estatal sesionará de manera ordinaria y extraordinaria. Las sesiones ordinarias se verificarán dos veces al año y serán convocadas por su Presidente, a través del Secretario Ejecutivo. 

Las convocatorias a las sesiones ordinarias se efectuarán con quince días hábiles de anticipación, a través de los medios que resulten idóneos, incluyendo los electrónicos, y contendrán, cuando menos, el lugar, fecha y hora de la celebración de la sesión, el orden del día y, en su caso, los documentos que serán analizados. 

En primera convocatoria, habrá quórum para que sesione el Consejo Estatal cuando estén presentes, cuando menos, la mayoría de los miembros del Consejo Estatal incluyendo a su Presidente o a la persona que éste designe como su suplente. 

En segunda convocatoria, habrá quórum para que sesione el Consejo Estatal, con los miembros que se encuentren presentes, así como su Presidente o la persona que éste designe como su suplente. 

El Consejo Estatal resolverá por mayoría simple de votos de sus miembros presentes en la sesión. En caso de empate, el Presidente tendrá el voto de calidad. En los proyectos normativos, los miembros del Consejo Estatal deberán asentar en el acta correspondiente las razones del sentido de su voto en caso de que sea en contra. 

Las sesiones extraordinarias del Consejo Estatal podrán convocarse en un plazo mínimo de veinticuatro horas por el Presidente, cuando estime que existe un asunto de relevancia para ello. 

Las sesiones del Consejo Estatal deberán constar en actas suscritas por los miembros que participaron en ellas. Dichas actas serán públicas a través de internet, en apego a las disposiciones aplicables en materia de transparencia y acceso a la información. El Secretario Ejecutivo es responsable de la elaboración de las actas, la obtención de las firmas correspondientes, así como su custodia y publicación. 

El Consejo Estatal publicará sus determinaciones en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
Artículo 42. El Consejo Estatal tiene las atribuciones siguientes: 

I. Emitir el marco conceptual, disposiciones generales y elementos mínimos que deben contener los Instrumentos de control y consulta archivística, que hayan sido propuestas por el Secretario Ejecutivo, conforme a las mejores prácticas de la materia; 
II. Establecer la normativa relativa a la administración y gestión documental; 

III. Formular recomendaciones archivísticas para la emisión de normativa para la organización de expedientes judiciales; 
IV. Emitir recomendaciones a los sujetos obligados para aplicar la ley en sus respectivos ámbitos de gobierno; 
V. Aprobar los lineamientos que establezcan las bases para la creación y uso de sistemas automatizados de gestión documental;

VI. Aprobar acciones de difusión, divulgación y promoción sobre la importancia de los archivos como fuente de información esencial, el valor de datos abiertos de los documentos de archivo electrónico y como parte de la memoria colectiva; 
VII. Aprobar lineamientos en materia de cultura archivística; 
VIII. Impulsar la generación de datos abiertos, garantizando su permanencia; 

IX. Participar en la elaboración de los planes y programas de estudio, dirigidos a impulsar la formación profesional en materia archivística; 
X. Diseñar políticas públicas de gestión documental y archivos; 
XI. Compartir mejores prácticas en materia de archivos; 
XII. Aprobar los ordenamientos internos de organización y funcionamiento del Consejo Estatal, y 
XIII. Las demás establecidas en otras disposiciones jurídicas aplicables. 
Artículo 43. El Consejo Estatal, para el cumplimiento de sus atribuciones, podrá crear comisiones de carácter permanente o temporal que se organizarán de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones jurídicas que al efecto emita. 

Dichas comisiones podrán contar con la asesoría de expertos y usuarios de los archivos históricos, así como miembros de las organizaciones de la sociedad civil. 

Los miembros de las comisiones no recibirán emolumento, ni remuneración alguna por su participación en las mismas. 

Artículo 44. Son facultades del Secretario Ejecutivo: 
I. Convocar a las sesiones del Consejo Estatal, en los términos que establezca el Presidente del mismo; 

II. Elaborar las actas de las sesiones del Consejo Estatal y obtener las firmas correspondientes; 
III. Custodiar y publicar las actas de las sesiones del Consejo Estatal; 
IV. Dar seguimiento a los acuerdos, recomendaciones y determinaciones aprobados por el Consejo Estatal; 
V. Ser el responsable de la administración del Registro Estatal de Archivos; 
VI. Elaborar y/o poner a disposición de los sujetos obligados una aplicación informática que les permita registrar y mantener actualizada la información de los archivos; 
VII. Proponer e implementar las acciones de difusión, divulgación y promoción aprobadas por el Consejo Estatal; 
VIII. Fungir como órgano de consulta de los Sistemas locales y los sujetos obligados; 
IX. Proponer al Consejo Estatal el marco conceptual, disposiciones generales y elementos mínimos que deben contener los Instrumentos de control y consulta archivística; 
X. Proponer al Consejo Estatal instrumentos normativos en materia archivística, y 
XI. Las demás establecidas en otras disposiciones normativas. 
CAPÍTULO III
DE LOS FONDOS DE APOYO ECONÓMICO PARA LOS ARCHIVOS

Artículo 45. El Estado, podrá contar con la creación y administración de un Fondo de Apoyo Económico para los Archivos Locales, con la finalidad de promover la capacitación, equipamiento y sistematización de los archivos en poder de los sujetos obligados en sus respectivos ámbitos territoriales de competencia. 

Artículo 46. El Gobierno del Estado podrá recibir subsidios de la Federación a través de los Fondos de Apoyo Económico para los Archivos Locales en términos de las disposiciones aplicables y conforme a los recursos que, en su caso, sean previstos y aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación, en base a las aportaciones realizadas por el propio Estado. 

TÍTULO CUARTO
DEL PATRIMONIO DOCUMENTAL DEL ESTADO Y LA CULTURA ARCHIVÍSTICA
CAPÍTULO I
DEL PATRIMONIO DOCUMENTAL DEL ESTADO
Artículo 47. El Patrimonio Documental es propiedad del Estado de Coahuila, de dominio e interés público y, por lo tanto, inalienable, imprescriptible, inembargable y no está sujeto a ningún gravamen o afectación de dominio.

El patrimonio documental es el conjunto de documentos que registran la evolución histórica del Estado de una manera testimonial, evidencial o informativa; se integra con los documentos que generen, conserven y posean los sujetos obligados en el ejercicio de sus funciones, así́ como de los particulares. 
Artículo 48. Todos los documentos de archivo con valor histórico y cultural son bienes muebles y formarán parte del Patrimonio Documental. Podrán considerarse con tal carácter, de manera enunciativa, los siguientes: 

I. Libros, folletos, revistas y demás publicaciones periódicas; 
II. Escritos, manuscritos, dactilográficos o impresos, ya sean originales o copias; 
III. Mapas, cartas, planos, croquis, diagramas e ilustraciones; 
IV. Pinturas, murales, esculturas, códices y todo aquél mecanismo de transmisión de ideas y noticias que combine elementos gráficos; 
V. Documentos con un lenguaje visual, como fotografías, serigrafías, diapositivas y demás grafías; 
VI. Material sonoro y audiovisual contenido en cualquier formato; 
VII. Material informático o cibernético, y 
VIII. Otros formatos que con motivo de los avances de la ciencia y la tecnología sean utilizados. 
CAPÍTULO II
DE LA PROTECCIÓN DEL PATRIMONIO DOCUMENTAL DEL ESTADO
Artículo 49. Los sujetos obligados deberán, dentro de su competencia: 

I. Establecer mecanismos para que el público en general pueda acceder a la información contenida en el Patrimonio Documental, sin más límites que los establecidos en las disposiciones aplicables en materia de transparencia y acceso a la información pública;

II. Conservar el Patrimonio Estatal; 

III. Verificar que los usuarios de los archivos y documentos constitutivos del Patrimonio Documental que posean, contribuyan a la conservación y buen estado de los documentos, y 
IV. Dar seguimiento a las acciones que surjan como consecuencia del incumplimiento a las disposiciones jurídicas aplicables. 
Artículo 50. Será necesario contar con la autorización del Archivo Estatal para la salida del país de los documentos considerados Patrimonio Documental, para fines de difusión, intercambio científico, artístico, cultural o por motivo de restauración que no pueda realizarse en el país, así como por cooperación internacional en materia de investigación y docencia. 

Para los casos previstos en el párrafo anterior, será necesario contar con el seguro que corresponda expedido por la institución autorizada y contar con un adecuado embalaje y resguardo, de acuerdo a las disposiciones jurídicas aplicables. 

Artículo 51. El Archivo Estatal podrá recibir documentos de archivo de los sujetos obligados en comodato para su estabilización. 

Artículo 52. El Archivo Estatal podrá coordinarse con las autoridades federales, para la realización de las acciones conducentes a la conservación de los archivos, cuando la documentación o actividad archivística del Estado esté en peligro o haya resultado afectada por fenómenos naturales o cualquiera de otra índole, que pudiera dañarlos o destruirlos. 

CAPÍTULO III
DE LA CAPACITACIÓN Y CULTURA ARCHIVÍSTICA

Artículo 53. Los sujetos obligados deberán fomentar la certificación de las competencias laborales en la materia, de los responsables de las áreas de archivo. 

Artículo 54. Para el buen funcionamiento del Sistema Estatal, el Consejo Estatal deberá brindar servicios de capacitación a los sujetos obligados.

Artículo 55. Las autoridades estatales, municipales y de los órganos político-administrativos de los sujetos obligados, en el ámbito de sus atribuciones y en su organización interna, deberán: 

I. Difundir, preservar, resguardar y proteger el Patrimonio Documental; 
II. Fomentar las actividades archivísticas; 
III. Impulsar acciones que permitan a la población en general conocer la Actividad archivística y sus beneficios sociales, y 
IV. Promover la celebración de convenios y acuerdos en materia archivística, con los sectores público, social, privado y académico. 
Artículo 56. Los usuarios de los archivos deberán respetar las disposiciones aplicables para la consulta y conservación de los documentos. 

LIBRO SEGUNDO
DEL ARCHIVO GENERAL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA
TÍTULO PRIMERO
DE LA ORGANIZACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
CAPÍTULO I
DE LA ORGANIZACIÓN

Artículo 57. El Archivo Estatal, es una institución pública sectorizada a la Secretaría de Gobierno y es una entidad especializada en materia de archivos, que tiene por objeto promover la organización de archivos, preservar, incrementar y difundir el Patrimonio Documental del Estado con el fin de salvaguardar la memoria estatal de corto, mediano y largo plazo, así como contribuir a la transparencia y rendición de cuentas. 

Artículo 58. Para el cumplimiento de su objeto, el Archivo Estatal tiene las siguientes atribuciones: 

I. Fungir, mediante su titular, como Secretario Ejecutivo en el Consejo Estatal; 
II. Realizar un trabajo coordinado con el área coordinadora de archivos de los sujetos obligados, del Estado y los municipios.

III. Organizar, preservar y difundir el acervo documental, gráfico, bibliográfico y hemerográfico que resguarda, con base en las mejores prácticas; 
IV. Fungir como órgano de consulta de los sujetos obligados del Estado y los municipios, en materia archivística;
V. Autorizar la recepción y resguardar las transferencias secundarias de los documentos de archivo con valor histórico generados por el Poder Ejecutivo; 

VI. Analizar la pertinencia de recibir transferencias de documentos de archivo con valor histórico de sujetos obligados distintos al Poder Ejecutivo; 
VII. Analizar las peticiones de particulares que posean documentos y soliciten sean incorporados de manera voluntaria a acervos del Archivo Estatal; 
VIII. Proveer, cuando los documentos históricos presenten un deterioro físico que impida acceder a ellos directamente, un sistema de reproducción que no afecte la conservación del documento; 
IX. Emitir dictámenes técnicos sobre archivos en peligro de destrucción o pérdida, y las medidas necesarias para su rescate; 
X. Cooperar con otras instituciones gubernamentales y privadas en educación, cultura, ciencia, tecnología, información e informática en materia de archivos; 
XI. Diseñar e implementar programas de capacitación en materia de archivos; 
XII. Promover la incorporación de la materia archivística en programas educativos de diversos niveles académicos; 
XIII. Definir el procedimiento para el acceso a los documentos contenidos en su Archivos históricos; 
XIV. Custodiar el Patrimonio Documental; 
XV. Coadyuvar con las autoridades competentes, en la recuperación y, en su caso, incorporación a sus acervos de archivos que tengan valor histórico; 
XVI. Expedir copias certificadas, transcripciones paleográficas y dictámenes de autenticidad de los documentos existentes en sus acervos; 
XVII. Determinar los procedimientos para proporcionar servicios archivísticos al público usuario; 
XVIII. Brindar asistencia técnica sobre administración y gestión documental; 
XIX. Proporcionar los servicios complementarios que determine el Reglamento y demás disposiciones jurídicas aplicables; 
XX. Las demás establecidas en otras disposiciones jurídicas aplicables. 
CAPÍTULO II
DEL DIRECTOR GENERAL

Artículo 59. El Director del Archivo Estatal, será nombrado por el Gobernador del Estado y deberá cubrir los siguientes requisitos: 

I. Ser ciudadano mexicano por nacimiento 

II. Contar con experiencia mínima de cinco años en materia archivística;
III. No haber sido condenado por la comisión de algún delito doloso;
IV. Tener cuando menos treinta años de edad al día de la designación;
V. No haber sido Secretario de Estado, Procurador General de Estado, Senador, Diputado Federal o Local, dirigente de un partido o agrupación política, Gobernador de algún Estado, durante el año previo al día de su nombramiento. 
Durante su comisión, el Director General no podrá desempeñar ningún otro empleo, cargo o comisión con excepción de aquellos que puede desempeñar en las instituciones docentes, científicas o de beneficencia, siempre que sean compatibles con sus horarios, responsabilidades y actividades dentro del Archivo Estatal. 

Artículo 60. El Director General tendrá las siguientes facultades: 

I. Supervisar que la actividad del Archivo Estatal cumpla con las disposiciones legales, administrativas y técnicas aplicables, así como con los programas y presupuestos aprobados; 
II. Proponer al Consejo Estatal, las medidas necesarias para el funcionamiento del Archivo Estatal; 
CAPITULO III
DEL REGISTRO ESTATAL DE ARCHIVOS

Artículo 61.- El Registro Estatal de Archivos estará a cargo del Consejo, a través del de Archivo Estatal de la Secretaría de Gobierno, con la finalidad de crear y mantener actualizado un padrón de las unidades archivísticas de la entidad. 

Artículo 62.- Los archivos de los sujetos obligados se incorporarán al Registro Estatal de Archivos. 

Artículo 63.- El Consejo, a través del Archivo Estatal, visitará anualmente a las áreas coordinadoras de archivos de los sujetos obligados con el objeto de conocer el estado físico de los acervos así como el cumplimiento de las disposiciones que en materia de archivos se establezcan.
Artículo 64.- El Consejo, a través del Archivo Estatal, elaborará un Diagnóstico General del Estado que guardan los archivos de los sujetos obligados y emitirá sugerencias, así como recomendaciones a los archivos que así lo requieran.
LIBRO TERCERO
TÍTULO PRIMERO

DE LAS INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS Y DELITOS EN MATERIA DE ARCHIVOS

Artículo 65. Se consideran infracciones a la presente ley, las siguientes: 

I. Transferir a título oneroso o gratuito la propiedad o posesión de archivos o documentos de los sujetos obligados, salvo aquellas transferencias que estén previstas o autorizadas en las disposiciones aplicables; 
II. Impedir u obstaculizar la consulta de documentos de los archivos sin causa justificada; 
III. Actuar con dolo o negligencia en la ejecución de medidas de índole técnica, administrativa, ambiental o tecnológica para la conservación de los archivos; 
IV. Usar, sustraer, divulgar, ocultar, alterar, mutilar, destruir o inutilizar, total o parcialmente sin causa legítima conforme a las facultades correspondientes, y de manera indebida documentos de archivo de los sujetos obligados; 
V. Omitir la entrega de algún documento de archivo bajo la custodia de una persona al separarse de un empleo, cargo o comisión, y 
VI. Cualquier otra acción u omisión que contravenga lo dispuesto en esta ley y demás disposiciones aplicables que de ellos deriven. 
Artículo 66. Las infracciones administrativas a que se refiere este capítulo o cualquiera otra derivada del incumplimiento de las obligaciones establecidas en la presente ley, cometidas por servidores públicos, serán sancionadas en términos de la ley aplicable en materia de responsabilidades administrativas de los servidores públicos, según corresponda. 

Artículo 67. Cuando se trate de presuntos infractores de sujetos obligados que no cuenten con la calidad de servidor público, el Tribunal de Justicia Administrativa competente que conozca del asunto será la autoridad facultada para conocer y desahogar el procedimiento sancionatorio conforme a esta ley; y deberá llevar a cabo las acciones conducentes para la imposición y ejecución de las sanciones. 

La autoridad competente podrá imponer multas, e individualizará las sanciones considerando los siguientes criterios: 

I. La gravedad de la conducta constitutiva de la infracción; 
II. Los daños o perjuicios ocasionados por la conducta constitutiva de la infracción, y 
III. La reincidencia, en su caso, de la conducta constitutiva de la infracción. 
En caso de reincidencia, las multas podrán duplicarse, dependiendo de la gravedad de la infracción cometida. 

Se considerará reincidente al que habiendo incurrido en una infracción que haya sido sancionada, cometa otra del mismo tipo o naturaleza. 

Artículo 68. Las sanciones administrativas señaladas en esta ley son aplicables sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal de quienes incurran en ellas. 

En caso de que existan hechos que pudieran ser constitutivos de algún delito, las autoridades estarán obligadas a realizar la denuncia ante el Ministerio Público correspondiente, coadyuvando en la investigación y aportando todos los elementos probatorios con los que cuente. 

TÍTULO SEGUNDO
DE LOS DELITOS CONTRA LOS ARCHIVOS

Artículo 69. Será sancionado con pena de tres a diez años de prisión y multa a la persona que: 

I. Transfiera la propiedad o posesión, transporte o reproduzca, sin el permiso correspondiente, un documento considerado Patrimonio Documental; 
II. Traslade fuera del territorio nacional documentos considerados Patrimonio Documental, sin autorización del Archivo Estatal; 
III. Destruya documentos considerados Patrimonio Documental, y 
IV. Auxilie, encubra o induzca a cualquier persona a cometer alguna de las conductas previstas en las fracciones anteriores. 
V. La facultad para perseguir dichos delitos prescribirá en los términos previstos en la legislación penal aplicable. 

Artículo 70. Las sanciones contempladas en esta ley se aplicarán sin perjuicio de las previstas en otras disposiciones jurídicas aplicables.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan las disposiciones que se opongan al presente decreto.
TERCERO. A partir de la entrada en vigor de la Ley de Archivos del Estado del Estado de Coahuila de Zaragoza, se derogan todas aquellas disposiciones que contravengan la presente ley. 
CUARTO. El Reglamento de la presente ley deberá expedirla el Ejecutivo del Estado, dentro de los 180 días naturales siguientes a la fecha en que la ley entre en vigor. 

QUINTO. En tanto se expidan las normas archivísticas correspondientes, se continuará aplicando lo dispuesto en las disposiciones reglamentarias vigentes. 

SEXTO. Los sujetos obligados deberán constituir el Comité Técnico de documentación e implementar su Sistema Estatal de Archivos, dentro de los seis meses posteriores a la entrada en vigor de la presente ley. 

SÉPTIMO. El Consejo Estatal deberá integrarse dentro de tres meses a partir de la entrada en vigor de la presente ley, y elaborar sus lineamientos en los seis meses subsecuentes. 
DADO EN EL SALON DE SESIONES DEL H. CONGRESO DEL ESTADO

Saltillo, Coahuila de Zaragoza 3 de Octubre de 2016

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL CUAL SE CREA LA LEY DE ARCHIVOS PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
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